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1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD INGRESADAS

(mes de febrero 2002)
No.EXPEDIENTE
RECURRENTE
FECHA INGRESO
NORMA IMPUGNADA


02-01008
Dimas Rojas Fonseca
04-02-02
Decreto Ejecutivo 20014-MAG


02-01025
Fernando Monterrosa Flores
04-02-02
Artículo 9 inciso f) del Reglamento al Estatuto del Servicio Civil


02-01075
Laboratorios Lisan S.A.
06-02-02
Artículos 32 del Decreto Ejecutivo 28466-S y 24 del Decreto Ejecutivo 28861-MAG


02-01148
Operadora de Pensiones BN-Vital S. A.
07-02-02
Artículo 49 párrafo final, 78 y transitorio X de la Ley de Protección al Trabajador


02-01180
Asoc. Cost. de Agencias de Publicidad 
07-02-02
Artículos 1 al 10 de la Ley del Timbre para la Publicidad y Medios de Comunicación 


02-01187
Juan C. Esquivel Fernández
07-02-02
Artículo 21 párrafo 2 de la Ley de Pensiones Alimentarias


02-01192
Andrea Alvarado Vargas
08-02-02
Artículo 16 del Reglamento de Estaciones Inalámbricas reformada por Decreto 10015-G y 5 del Decreto Ejecutivo 27554-G que es Plan de Atribución de Bandas de Frecuencias Radioeléctricas


02-01193
Instituto Nacional de la Publicidad y Otros
08-02-02
Decreto 23485-MP, Reglamento al artículo 50 de la Ley 6683 y sus reformas, Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos, artículos 4 al 7 y publicaciones en la Gaceta de ACAM que establece licencias de uso de repertorio musical.-


02-01237
Asoc. Cámara Costarricense de Hoteles
08-02-02
Decretos No.29511-H y Decreto No. 30025-H.


02-01283
Cruz Soto Salazar
11-02-02
Artículo No.209 de la Ley 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial.




02-01320
Arnoldo Solano Rodríguez
12-02-02
Artículo 8 incisos a y b del Estatuto de la Cooperativa Tivives EIRL.


02-01326
Hacienda Karen S.A.
12-02-02
Artículo No.86 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios.


02-01371
Asoc. Nacional de Profesionales en Enfermería
13-02-02
Artículo No. 24, párrafo 2do., Reglamento del Estatuto de Servicios de Enfermería.


02-01397
Leonardo Crespi Zorino
13-02-02
Artículo No.16 del Código de Familia.


02-01413
Norma Rosales Abarca
14-02-02
Artículo No.358, AP.5 de la Ley General de Administración Pública.


02-01506
Fernando Mayorga Castro
18-02-02
Artículos No. 11, 14, 16, 17 y 35 del Reglamento de Apertura y Operación de los Establecimientos de Microbiología y Química Clínica, el artículo 2 del Reglamento de Regencias para los Establecimientos de Microbiología, Química Clínica.


02-01507
Tulio Perlaza Rojas
18-02-02
Artículo No.1289 del Código Civil.


02-01517
Asoc. Cámara Cost. de Industrias de Alimentos
19-02-02
Disposición Reglamentaria de la Dirección Tributaria del I.D.A.


02-01531
EDM de Costa Rica S.A.
19-02-02
Jurisprudencia del Tribunal Superior Civil de San José y de la Sala I con relación al tercer poseedor de una finca sujeta a juicio ejec. Hipotecario que no podran entablar acción procesal a no ser la que tienen que ver con el pago de la obligación.


02-01636
Felipe Fallas Cordero
21-02-02
Interpretación del reglamento para el registro y comercialización de alimentos (Decreto Ejecutivo No.26725-S).


02-01685
Eduardo Rodrigo Araya Solano
22-02-02
Aplicación a la reforma del artículo 33 del Código Procesal Penal, sobre la prescripción.


02-01710
Flavio Garbanzo Garbanzo
25-02-02
Artículo No. 103 del Reglamento del Proceso Disciplinario de los Miembros del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica.


02-01752
Lachner & Saenz S.A.
26-02-02
Artículos No. 6, 7, 8, 9, 10 y 17  del Reglamento para la Instalación de Publicidad Exterior del Cantón de Escazú.


02-1775
Walter Monge Williams.
27-02-02
Interpretación Jurisprudencial de la Sala Tercerea de la Corte Suprema de Justicia respecto de los requisitos de admisibilidad del recurso de Casación Penal.


02-1795
Adolfo Rojas B.
28-02-02
-Artículo 80 del Código Electoral

-Artículos 3, 4 y 10 de la Ley de  Regulación de Horarios de Funcionamiento y Expedio de Bebidas Alcohólicas. 








2. CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS

(mes de febrero 2002)

No.EXPEDIENTE
RECURRENTE
FECHA 

INGRESO
TEMA


02-01104
Juzgado 4 Civil de Menor Cuantía de San José 
06-02-02
Artículo 122 párrafo 4 de la Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos


02-01171
Tribunal de Casación Penal
07-02-02
Artículo 408 inciso g) del Código Procesal Penal


02-01293
Tribunal Agrario II Circuito Judicial
11-02-02
Lo dispuesto por la Sala de la Corte en forma reiterada en votos No. 51-95 y 59-99.


02-01472
Tribunal de Casación Penal
18-02-02
Inciso G del artículo No.408 del Código Procesal Penal.


02-01524
Sala Tercera de la Corte
19-02-02
Resoluciones No. 7497-98 y 4638-99 son compatibles o no y artículo No.8 inciso 2 apartado H de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.


02-01641
Tribunal de Juicio de Pérez Zeledón.
22-02-02
Artículo No.55 del Código Procesal Penal.


02-01723
Tribunal de Casación Penal, II Circuito Judicial
26-02-02
Inciso G del artículo No.408 del Código Procesal Penal


02-1788























3. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS

(mes de febrero 2002)

No. EXPEDIENTE y

No. VOTO
FECHA DE 

VOTACION
HORA, PARTES Y RESULTADO

Exp. 02-0936

Voto 1212-02
06-02-2202
A las catorce horas con cuarenta minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal en lo referente al proceso de revisión de Mauro Salazar Ramírez. No ha lugar a evacuar la consulta respecto del comiso de bienes contra el que se reclama. Por su parte, en cuanto a la falta de fundamentación de la sentencia, de conformidad con lo dispuesto por esta Sala en la resolución número 2001-09384 de las catorce horas cuarenta y seis minutos del diecinueve de setiembre de dos mil uno, devuélvase el expediente objeto de esta consulta al Tribunal de origen para que continúe con el trámite correspondiente. El Magistrado Vargas pone nota.

Exp. 02-1010

Voto 1213-02
06-02-2002
A las catorce horas con cuarenta y uno minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal en lo referente al proceso de revisión de Hugo Alberto García Patiño. Se evacua la consulta formulada en el sentido que de conformidad con lo dispuesto por esta Sala en resolución número 2001-09384 de las catorce horas cuarenta y seis minutos del diecinueve de setiembre de dos mil uno, devuélvase el expediente objeto de esta consulta al Tribunal de origen para que continúe con el trámite correspondiente.El Magistrado Vargas pone nota.

Exp. 6795-01

Voto 1219-02
06-02-2002
A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos German Pantoja Murillo en contra del artículo 14 inciso b) del Estatuto del Partido Liberación Nacional. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Batalla pone nota.

Exp. 2886-01

Voto 1220-02
06-02-2002
A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Thelma Carrera C. y otros en contra del artículo 19 y 20 Decreto Ejecutivo número 26228 MINAE del 1° de julio de 1997. Artículo III 2.6.2. del Reglamento para el Control Nacional de Fraccionamientos y Urbanizaciones número 3391. Se declara parcialmente con lugar la acción y en consecuencia se anulan por inconstitucional la reforma a los artículos 19 y 20 del Reglamento de Procedimientos de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, SETENA introducida por Decreto Ejecutivo 26.228 MINAE y por conexidad y consecuencia, se declara inconstitucional el artículo 20 del texto original del mismo Reglamento, Decreto Ejecutivo 25.705 MINAE. En lo demás se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Arguedas y Batalla ponen notas separadas.

Exp. 01-12654

Voto 1221-02
06-02-2002
A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Justicia para la Naturaleza en contra del artículo 41 de la Ley de Hidrocarburos, número 7399 de 3 de mayo de 1994. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anulan los párrafos segundo y siguientes del artículo 41 de la Ley de Hidrocarburos, número 7399 de 3 de mayo de 1994. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.

Exp. 02-0211

Voto 1222-02
06-02-2002
A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Flor de María Cordero Marín en contra del artículo 358 inciso 5) de la Ley General de la Administración Pública. Se rechaza de plano la acción.

Exp. 01-10221

Voto 1223-02
06-02-2002
A las catorce horas con cincuenta y uno minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Fisher Aragón en representación de Verónica Castro Soule en contra de los artículos 49, 53 y 59 del Código Procesal Civil. Se rechaza por el fondo la acción.

Exp. 01-12524

Voto 1224-02
06-02-2002
A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edwin Castillo Pereira en contra del artículo 111 del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil y artículo 11 de la resolución número DG-015-98 del 11-02-98 de la Dirección General de Servicio Civil. Se rechaza de plano la acción.

Exp. 01-12622

Voto 1225-02
06-02-2002
A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Norma Rosales Abarca en contra del artículo 111 del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil y artículo 11 de la resolución número DG-015-98 del 11-02-98 de la Dirección General de Servicio Civil. Se rechaza de plano la acción.

Exp. 02-1171

Voto 1466-02
13-02-2002
A las catorce horas con treinta y uno minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal en lo referente al proceso de revisión de Ronald Solano Morales. No ha lugar a evacuar la consulta.

Exp. 99-5046

Voto 1483-02
13-02-2002
A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Johnny Araya Monge en contra del artículo 38 inciso a) de la Ley Orgánica del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo. Se adiciona la sentencia número 2000-06970, de las catorce horas cincuenta y dos minutos del nueve de agosto de dos mil, y en consecuencia se anula por inconstitucional la expresión “o municipales”, contenida en el artículo 38 inciso a) de la Ley Orgánica del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, número 1788, de veinticuatro de agosto de mil novecientos cincuenta y cuatro, en su texto original. Esta sentencia es declarativa y retroactiva a la fecha de emisión de la norma que se anula, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo establecido en el artículo 91 párrafo 2° de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de la presente declaratoria, en el sentido de que las municipalidades únicamente estarán en capacidad de cobrar al Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo aquellos impuestos cuyo hecho generador se haya producido con posterioridad a la primera publicación de esta resolución en el Diario Oficial. Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese a los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Notifíquese.

Exp. 00-7515

Voto 1484-02
13-02-2002
A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Lea Guerinoni Costa en contra del artículo 403 del Código Civil. Se declara sin lugar la acción.

Exp.00-7487

Voto 1485-02
13-02-2002
A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. QUEVI Sociedad Anónima, en contra del artículo 6 inciso a), 24 y 38 de la Ley número 7593 que regula la creación de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, artículos 31, 43 y 45 del Reglamento número 25903-MINAE-MOPT. Se declara sin lugar la acción.

Exp. 98-6463

Voto 1486-02
13-02-2002
A las catorce horas con cincuenta y uno minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Lidia Garita Valverde en contra de los incisos a), c) y ch) del artículo 7 y el inciso a) del artículo 11 de la Ley número 2248, Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional. Se declara sin lugar la acción interpuesta. Las normas impugnadas resultan constitucionales, siempre y cuando, se entienda que la expresión –cónyuge supérstite- hace referencia también al conviviente supérstite. Reséñese en La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Arguedas, Calzada y Castro ponen nota.

Exp.01-9580

Voto 1487-02
13-02-2002
A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rigoberto Guadamuz Monge en contra de la Ley de Pensiones Alimentarias, artículo 24. Se rechaza por el fondo la acción.

Exp. 01-12621

Voto 1488-02
13-02-2002
A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Flor de María Cordero Marín en contra del artículo 111 inciso b) del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil y otra norma. Se rechaza de plano la acción.

Exp. 01-8028

Voto 1489-02
13-02-2002
A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Jesús Aguilar Vargas en contra del artículo 5 de la Ley de Simplificación y Eficiencia Tributaria. Se rechaza de plano la acción.

Exp. 01-8183

Voto 1490-02
13-02-2002
A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Raúl Hernández Núñez y Carlos Mena Mora en contra del Código Municipal, artículo 150. Se rechaza de plano la acción.

Exp. 01-6134

Voto 1752-02
19-02-2002
A las dieciséis horas. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Segundo de Familia de San José en lo referente al artículo 86, párrafo segundo, del Código de Familia. De oficio se aclara la sentencia número 2002-00151 de las 15:58 horas del 16 de enero del 2002, en el sentido de que la inconstitucionalidad que allí se declara lo es únicamente del párrafo segundo del artículo 86 del Código de Familia y no de su texto completo. Notifíquese.

Exp. 01-8398

Voto 1757-02
20-02-2002
A las catorce horas con treinta minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal en lo referente al artículo 408 inciso g) del Código Procesal Penal. Se evacua la consulta formulada en el sentido que de conformidad con lo dispuesto por esta Sala en la resolución número 2001-09384 de las catorce horas cuarenta y seis minutos del diecinueve de setiembre de dos mil uno, devuélvase el expediente objeto de esta consulta al Tribunal de origen para que se continúe con el trámite correspondiente.-

Acto seguido, sale el Magistrado Alfaro Rodríguez para dar lugar al Magistrado Cruz Castro, quien sustituirá por el resto de la sesión al propietario Vargas Benavides.-

Exp. 01-265

Voto 1764-02

20-02-2002
A las catorce horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Defensoría de los Habitantes en contra del artículo 26 del Reglamento de la Carrera Docente, decreto ejecutivo número 2235-E-P del 14 febrero de 1972, modificado mediante el decreto número 25965-MP-MEP de diez de marzo de 1997. Se declara parcialmente con lugar la acción y se declara: a) que es inconstitucional y en consecuencia se anula, la interpretación que se ha constituido en jurisprudencia administrativa y como tal de obligatoria aplicación, dictada por el Tribunal de Carrera Docente y que ha prohijado la Dirección de Personal del Ministerio de Educación Pública, en el sentido de que los plazos procesales derivados de los artículos 26 del Reglamento de la Carrera Docente, Decreto Ejecutivo No. 2235-E.P. del 14 de febrero de 1972, reformado por Decreto Ejecutivo No. 25965-MP-MEP de 10 de marzo de 1997, y 23 del Reglamento para prevenir, investigar y sancionar el hostigamiento sexual en el Ministerio de Educación Pública, Decreto Ejecutivo No. 26180-MEP de 4 de julio de 1997, dan contenido a un verdadero término de caducidad, de tal manera que en ese plazo de tres meses, cuya base legal es el párrafo final del artículo 5 de la Ley 7476, debe procesarse la denuncia o queja por acoso u hostigamiento sexual e imponerse la sanción, sin que pueda excederse el término por ningún motivo. Esta inconstitucionalidad se declara por violación del principio de reserva de ley y por ser irrazonable y desproporcionada a los fines de la Ley 7476 de 3 de febrero de 1995; b) como consecuencia de lo declarado en el punto anterior y por las mismas razones, es inconstitucional y en consecuencia se anula, la resolución del Tribunal de Carrera Docente de las dieciséis horas con treinta y cinco minutos del primero de noviembre del dos mil; c) de igual modo y con fundamento en las mismas razones, es inconstitucional y también se anula del ordenamiento jurídico, del párrafo segundo del artículo 26 del Reglamento de la Carrera Docente, Decreto Ejecutivo número 2235-EP del 14 de febrero de 1972, reformado mediante Decreto Ejecutivo No. 25965-MP-MEP de 10 de marzo de 1997, la oración que dice: "El inicio del cómputo del plazo de prescripción señalado en el párrafo anterior, operará a partir del momento en que la Dirección General de Personal tenga conocimiento de la queja o denuncia". Esta sentencia es declarativa y retroactiva a las fechas de las normas  y actos que se anulan sin perjuicio de las situaciones jurídicas consolidadas. Reséñese en el Diario Oficial "La Gaceta" y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese a los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Notifíquese.

Exp. 02-1723

Voto 2043-02

27-02-02
A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal en lo referente al proceso de revisión de Randall Mora Pérez. De conformidad con lo dispuesto por esta Sala en la resolución número 2001-09384 de las catorce horas cuarenta y seis minutos del diecinueve de setiembre de dos mil uno, devuélvase el expediente objeto de esta consulta al Tribunal de origen para que continúe con el trámite correspondiente.-

El Magistrado Vargas pone nota.-

Exp. 02-1293

Voto 2049-02

27-02-02
A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal Agrario del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente a la jurisprudencia de la Sala Primera contenida en votos números 51 de 26 de mayo de 1995 y 59 de 5 de febrero de 1999. No ha lugar a evacuar la consulta.-



Exp. 02-1524

Voto 2050-02
27-02-02
A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia en lo referente a la resolución número 7497-98 y 4638-99, en el sentido de que si son compatibles o no, y el artículo 8 inciso 2, apartado H, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Se evacua la consulta en el sentido de que contraviene el principio del debido proceso –según la regulación del artículo 8.2 inciso h) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos- que se aumente la pena por el propio Tribunal de Casación al resolver un recurso.-

Los Magistrados Solano, Vargas y Castro salvan el voto y declaran que no es inconstitucional lo consultado.-



Exp 01-10297

Voto 2051-02
27-02-02
A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia en lo referente a la resolución número 7497-98 y 4638-99, en el sentido de que si son compatibles o no, y el artículo 8 inciso 2, apartado H, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Se evacua la consulta en el sentido de que contraviene el principio del debido proceso –según la regulación del artículo 8.2 inciso h) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos- que se aumente la pena por el propio Tribunal de Casación al resolver un recurso.-

Los Magistrados Solano, Vargas y Castro salvan el voto y declaran que no es inconstitucional lo consultado.-



Exp 01- 12153

Voto 2052-02
27-02-02
. A las catorce horas con cincuenta y uno minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edgar Gilberto Alfaro Muñoz en contra del artículo 86 del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. Se rechaza de plano la acción.-

La Magistrada Calzada salva el voto y continua con el curso de la acción.-

El Magistrado Arguedas pone nota.-



Exp 01- 12289

Voto 2053-02
27-02-02
A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Roberto Montero Poltronieri en contra de la interpretación y aplicación de la Ley de Conservación de Vida Silvestre y su Reglamento. Se rechaza de plano la acción. Desglósese el memorial que corre agregado a folios 2 a 113 del expediente a fin de que sea tramitado como un recurso de amparo, conforme a derecho corresponda.-















4. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS

(mes de febrero 2002)

No.EXPEDIENTE
RECURRENTE, NORMA IMPUGNADA Y NUMEROS DE BOLETINES 

01-11710-007-CO
Agrícola Pardoman S.A. contra el artículo 197 del Decreto Ejecutivo 28665-MAG. Bols 22, 23 y 24 del 31 de enero, 4 de febrero de 2002.

01-12503-007-CO
Allan Garro Navarro contra el artículo 574 párrafo 1 y 2 del Código de Trabajo. Bols 22, 23 y 24 del 31 de enero, 4 de febrero de 2002.

01-11560-007-CO
Cementos del Pacífico S.A. contra el párrafo 5 del artículo 36 del Código de Minería. Bols 22, 23 y 24 del 31 de enero, 4 de febrero de 2002.







5. SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS

(mes de febrero 2002)

No.EXPEDIENTE y

No. VOTO
RECURRENTE, NORMA IMPUGNADA Y NUMEROS DE BOLETINES




6. VOTOS DE INTERES
SENTENCIAS  DE LA SALA CONSTITUCIONAL SOBRE DERECHO A MATRICULA EN CENTROS EDUCATIVOS DEL ESTADO

2179-92: El amparo que se solicita no puede ser otorgado, pues ha quedado demostrado con el informe rendido bajo juramento por el Director del centro de enseñanza recurrido, que no existe arbitrariedad alguna en la no admisión de la menor Parra Salazar.  El Director no ha violado norma jurídica alguna al haberse derogado hace diez años la norma que obligaba a dar prioridad a los residentes de la zona donde se ubica una escuela o colegio, en el proceso de matrícula. Además los motivos que en realidad pesaron en la decisión de no aceptar la solicitud de matricula a favor de la menor, afectaron a decenas de solicitantes, por la falta de cupo de ese centro educativo para albergar todas las solicitudes; tan es así, que de todas las solicitudes, casi doscientas, no pudieron ser satisfechas debiendo matricularse los educandos en otros centros educativos dentro y fuera de la zona. El derecho a la educación, por pertenecer a los llamados derechos sociales, requiere para su plena vigencia, de la capacidad del Estado para garantizarlo,  por lo que no se puede pretender que el Estado lo garantice más allá de su capacidad real para financiarlo.  Dentro de esa perspectiva debe analizarse y reclamarse el derecho a la educación en nuestro país, porque no es, como se pretende, un derecho absoluto.

6192-94: El artículo 4 del Reglamento de Matrícula, Decreto Ejecutivo #12836-E, reformado por el #13771-E, dice:


«Artículo 4(.- El proceso de matrícula se realizará durante los días que indique el Ministerio de Educación Pública, en la primera quincena del mes de diciembre de cada año.»
Esta norma reformó el anterior texto que fijaba la matrícula para las escuelas y colegios estatales en el mes de agosto. Asimismo, el artículo 5(.- del Reglamento que establecía la prioridad para los estudiantes cuyos padres o encargados residían en la zona y luego, a aquéllos estudiantes inadmitidos por falta de cupo en otras escuelas o colegios de la comunidad, fue derogado completamente por el artículo 2( del Decreto #13771-E.

II.-  Todo el proceso de Matrícula está dirigido por el Director de la escuela o colegio, según los preceptos del artículo 3(, cuyo texto es este:


«Artículo 3(- Corresponderá al Director de cada institución educativa organizar el proceso de matrícula en las fechas previamente establecidas por el Ministerio de Educación Pública y velar por el cabal cumplimiento. Asimismo le corresponderá determinar la capacidad locativa de su institución, de conformidad con los criterios establecidos en el Manual de Normas y Procedimientos para Elaborar la Relación de Puestos y el número máximo de nuevos alumnos que se pueden admitir.»
III.- Estima la Sala que el hecho de que la Directora del Liceo UNESCO de Pérez Zeledón haya acordado efectuar la matrícula mediante el sistema de sorteo o rifa, lejos de perjudicar a los hijos de las recurrentes, los coloca en igualdad de condiciones objetivas, en tanto todos tendrán las mismas oportunidades de ser o no admitidos, eliminándose cualquier otro criterio subjetivo que pudiese otorgar ventaja a unos.

3663-96: …Aunque la recurrente no invoca derecho fundamental alguno, puede entenderse que se refiere a la igualdad y al derecho de su niña a la educación. En principio, no infringe el derecho a la educación o a la igualdad que una escuela pública, porque carece de capacidad física para recibirla, deniegue matrícula a una persona. En el caso que se examina, la recurrente no cuestiona el establecimiento del cupo, no pone en duda que éste se hubiera llenado ni atribuye a la administración educativa negligencia alguna en la búsqueda de matrícula en otra institución pública de las cercanías, de modo que el amparo pedido debe desestimarse.  

TERCERO:  Figura como antecedente el amparo No.2179-92, interpuesto por V.J.R. en favor de una joven a quien se denegó matrícula, por falta de cupo, en el Liceo Samuel Sáenz Flores de Heredia, recurso desestimado a las 16 horas 40 minutos del 8 de agosto de 1992 ya que no se advertía arbitrariedad de parte de la Dirección del Liceo, y considerando que:  

"el derecho a la educación...requiere para su plena vigencia, de la capacidad del Estado para garantizarlo, por lo que no se puede pretender que el Estado  lo garantice más allá de su capacidad real para financiarlo"…

4667-96: La recurrente alega que pretende matricular a su hija en Prekinder, en la Escuela Laboratorio de Heredia, sin embargo, el sistema de matrícula es injusto, pues se realiza un sorteo entre quienes hagan la solicitud de prematrícula, cuando lo justo sería que se asignaran los cupos a las personas que habitan en la comunidad donde está asentada la Escuela.

II.- La Sala ha señalado en reiteradas ocasiones que la Constitución Política consagra el derecho y la libertad de aprender, y la gratuidad y obligatoriedad de la Educación General Básica. De otro lado, esta Sala, en su sentencia No. 3550-92 de las 16:00 horas del 24 de noviembre de 1992, dijo, con referencia a la educación pública, que el derecho y libertad de aprender es de tal modo fundamental que deben procurarse los medios y garantías para que aquélla sea excelente y accesible, de derecho y de hecho, a toda la población. En ese contexto, es evidente que el procedimiento establecido para regular el ingreso a las instituciones de enseñanza de carácter oficial, en atención al cupo limitado que algunos de ellos tienen -como es el caso de la Escuela Laboratorio de Heredia- no puede, por conexión con lo constitucionalmente estatuido respecto del principio de igualdad y de no discriminación, ser arbitrario o tener efectos discriminatorios.

2514-01: Del atento estudio efectuado a la prueba que obra en autos, se tiene que el reclamo planteado por la recurrente a favor de su hija deviene en improcedente. En efecto, este Tribunal ha dicho en otras ocasiones que el derecho a la educación lo que garantiza es la posibilidad de acceso de todo ciudadano a la educación que estime conveniente, sin que por ello se establezca en forma automática el derecho de todas las personas a ingresar al centro de enseñanza de su predilección, ya que ese ingreso en todos los casos está condicionado al cumplimiento de algunos requisitos tales como la presentación de la documentación exigida, el respeto a los procedimientos y las fechas establecidas y otros, y, por otra parte, también está determinada por factores ajenos al solicitante, como el cupo disponible en el momento de su solicitud. La existencia de estos requisitos de ninguna manera puede considerarse como lesiva al derecho a la educación que posee todo habitante del país sino más bien, resultan indispensables para garantizar a los estudiantes admitidos en un determinado centro de estudio, que recibirán la educación a que aspiran y ésta se les brindará en condiciones tales que garanticen una adecuada calidad de la misma.

Así las cosas, se tiene por demostrado que la accionante no procedió a apersonarse ante el centro educativo recurrido en la fecha señalada para realizar la matrícula correspondiente, acudiendo hasta el veintisiete de febrero del año en curso a solicitarla. Si la recurrente no se presentó a la institución de enseñanza dentro del plazo otorgado  para firmar las boletas que indicaban la solicitud de cupo para el nivel de preescolar para el curso lectivo del dos mil uno; no podría decirse que, en el caso concreto, se haya dado alguna violación al derecho a la educación de la menor Rojas Hernández, toda vez que fue su propia madre la que voluntariamente, al no concurrir a la escuela el día señalado, incurrió en la omisión de manifestar su deseo de que su hija se matriculara en ese centro escolar.
9470-01: Del escrito de interposición se desprende que el recurrente reclama violación al derecho a la educación y la igualdad, por cuanto se alega que se le niega la oportunidad de ingresar al Liceo de Escazú para continuar sus estudios, todo por falta de cupo, argumento que se ve fundamentado en el informe rendido por la Directora del Centro Educativo, en el que se ha explicado que la institución ha sobrepasado su capacidad locativa, al tener aulas con un promedio de 37.1 estudiantes, y según las directrices del Ministerio de Educación Pública la capacidad de los grupos lo que podría afectar la calidad de la educación. 

II.- En un caso similar al que nos ocupa, la Sala sostuvo en su sentencia N° 4931-00 de las 16:17 27 de junio del 2000:

"...que el Centro Educativo en mención se encuentra ubicado en San Francisco de Dos Ríos, en donde por su densidad de población, así como en las localidades vecinas, deben existir otras escuelas en donde la aquí recurrente debió haber intentado la matrícula de la menor amparada, situación que no se prueba en el amparo y que vendría a determinar que no ha existido una negativa rotunda por parte del sistema, sino que bajo las circunstancias mencionadas por la Directora, las que a la luz de la sentencia transcrita son atendibles, la lógica impone que se debió intentar en otros centros y que la única negativa aquí impugnada, por si sola, no es motivo para acoger el recurso de amparo. Por lo demás, la experiencia derivada de los casos sometidos a la Sala por razones similares a lo aquí impugnado, indica que el Ministerio de Educación siempre encuentra una ubicación para todos los alumnos, incluso en algunas ocasiones en otros lugares que no necesariamente son los más cercanos a su casa de habitación, pero que en definitiva con la intención de posibilitar la educación de todos las personas que así lo solicitan."

Asimismo, esta Sala en la sentencia número 2000-06918 de  las dieciséis horas tres minutos del ocho de agosto del dos mil, en lo conducente indicó:

"...En el caso que nos ocupa, el joven (…), luego de haber cursado el primer trimestre del curso lectivo actual en el Liceo de San José de Alajuela, y al haber variado su lugar de residencia, se solicitó su ingreso en el Liceo de Aserrí por mayor comodidad, sin agotar las posibilidades que el sistema educativo público le ha brindado como posibilidades para su continuidad educativa, ya que como lo ha manifestado la parte accionada,  existen otros colegios con capacidad para recibirlo, por lo que, bajo esas circunstancias, no se configuran en la especie las violaciones alegados..."

III.- En el caso que nos ocupa, el joven Padilla Marín, no demuestra haber agotado las diferentes instituciones que el sistema educativo público le ha brindado como posibilidades para su continuidad educativa, ya que como lo ha manifestado la parte accionada,  existen otros colegios con capacidad para recibirlo, por lo que, bajo esas circunstancias, no se configuran en la especie las violaciones alegadas. Por otra parte, no hay elementos probatorios que sugieran que esta escuela procede, en el asunto de la admisión, con criterios arbitrarios, discriminatorios o, en general, violatorios de principios o derechos constitucionales. En razón de ello la Sala concluye que la denegatoria de la matrícula por parte del recurrido no obedece a razones discriminatorias, sino a que la institución ya no tiene cupo de acuerdo a sus instalaciones. Debe comprender el recurrente que el derecho que aquí se consagra –sea el derecho a la educación- obliga al Estado a permitir el acceso de los menores al sistema educativo, pero no necesariamente al Centro Educativo que los padres pretendan, pues para ello debe tenerse en consideración el principio de oportunidad y conveniencia durante el periodo de matrícula.

